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Exp. 564/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 564/2023/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: EL SECRETARIO DE COMUNICACIONES Y  TRANSPORTES DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO..
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., cinco de agosto del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 564/2023/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada a la Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintinueve de mayo del dos mil veintitrés, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado por los actos que a continuación se precisan:

“El indebido e ilegal Acuerdo por el que se concluye la "Declaratoria de necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez", así como la revocación de las otorgadas a personas beneficiarias de una concesión que no cumplieron con la Base VIII Octava de la Convocatoria. acaecido hacia mi persona con motivo de la queja que se sustancio bajo el número de toca **********, siendo dicha determinación a juicio del suscrito incorrecta, ya que no se llevaron a cabo todos y cada uno de los procedimientos para determinar tal acuerdo, ni fue expedido por persona competente para tal efecto; por lo que se solicita a este H. Tribunal tenga a bien requerir a la parte demandada para que exhiba el original respectivo, toda vez que el suscrito la solicité por escrito a la Autoridad demandada sin que a la fecha se me haya otorgado la misma.”

II.- Mediante proveído de seis de noviembre del dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera; con el apercibimiento que si no contestaban la demanda dentro del plazo de diez días hábiles, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

En cuanto a la suspensión solicitada por la parte actora para efecto de que las cosas se quedaran en el estado en que se encontraban; con fundamento en lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 261 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se precisó que no ha lugar a acordar de conformidad con lo peticionado, ya que de conceder lo solicitado se dejaría sin materia el presente juicio, dado que el acto impugnado es el acuerdo administrativo en el que se revoca a la parte actora la concesión para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, por lo que era improcedente otorgar la medida cautelar ya que de lo contrario sería concederle efectos restitutorios a la suspensión solicitada, en virtud de ser cuestiones del fondo del asunto, que solo pueden ser atendidas al momento de dictar la sentencia definitiva

III.- En proveído de fecha veintiuno de febrero del dos mil veinticuatro, se dio cuenta los oficios con sus anexos y copia, signados por **********, en su carácter de Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el diecinueve de febrero del dos mil veinticuatro, mediante el cual, dio contestación a la demanda interpuesta en este juicio. Por tanto, se tuvo a la citada autoridad compareciente por contestada la demanda a virtud de lo cual con una copia simple del oficio contestatorio, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 

· Título de concesión folio ********** de fecha veinticinco de agosto del dos mil veintitrés. 

· Recibo de pago folio ********** de diecinueve de agosto del dos mil veintidós.

· Presuncional legal y humana;
· Instrumental de actuaciones.

· Además, se tuvieron como hechos notorios las publicaciones realizadas en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” de fechas diecisiete de febrero  de dos mil veintitrés, veintidós de agosto del dos mil veintidós, cuatro de agosto del dos mil veintidós y trece de abril de dos mil veintitrés.

A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana;
· Como hecho notorio la publicación realizada en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” de fecha trece de abril de dos mil veintitrés.

Finalmente, se señalaron las trece horas del catorce de marzo del dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, Licenciado **********, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formuló el autorizado de la parte actora y se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio el C. ********** quien impugna el Acuerdo por el que se concluye la "Declaratoria de necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez", así como la revocación de las otorgadas a personas beneficiarias de una concesión que no cumplieron con la Base VIII Octava de la Convocatoria. acaecido hacia mi persona con motivo de la queja que se sustancio bajo el número de toca **********; en cuyo acuerdo aparece el nombre del actor y que se encuentra visible a foja 38 a la 42 del expediente.
Por su parte, el Director de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado, acredita su personalidad con la copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado, el cual obra agregada a fojas 135 del expediente en que se actúa. 

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del Acuerdo por el que se concluye la Declaratoria de necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez", así como la revocación de las otorgadas a personas beneficiarias de una concesión que no cumplieron con la Base VIII Octava de la Convocatoria.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que la demandada no hizo valer ninguna causal de improcedencia en el juicio y de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan en la foja 5 a la 15 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."

SEXTO.- A juicio de la Magistrada titular de esta Segunda Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que esgrime la actora resultan infundados e insuficientes para desvirtuar la legalidad del acto impugnado; atento a las consideraciones que a continuación se exponen. 
La parte actora señala en sus conceptos de impugnación identificados con las letras A y B de su escrito de demanda, lo siguiente: 
I.. Que el acto impugnado es ilegal porque fue emitido por una autoridad incompetente, y al efecto señala que la competente es el Titular del Ejecutivo del Estado, con base en lo dispuesto en el artículo 15 fracción IV de la Ley de Transporte Publico del Estado, conforme al cual compete al Ejecutivo del Estado, otorgar,  extinguir, revocar,  modificar, suspender o declarar la nulidad la nulidad de las concesiones para la prestación de servicio público  de transporte en cualquiera de sus modalidades, previo cumplimiento de los procedimientos establecidos que se lleven a cabo a través de la secretaria.

Sigue diciendo que la concesión que en su momento le fue otorgada, fue emitida por el Titular del Ejecutivo del Estado, quien es la autoridad competente  y que por tanto el único competente para revocar su propia emisión el mismo Titular del Ejecutivo; y que ademad del contenido del acuerdo impugnado no se desprende que el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, sustente su actuar, o señale mediante que atribuciones es competente para dictar la revocación, como tampoco se desprende la delegación de facultades, o el mandato que le hubiera otorgado el titular del Ejecutivo del Estado para dictar su determinación, o exista una delegación de facultades la que en caso de existir seria contraria a derecho y que por tanto el acuerdo emitido y publicado el 13 de abril del 2023 mediante el que se revoca la concesión emitida en favor del actor fue acordado unilateralmente por una autoridad incompetente como lo es el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado; debiendo considerar además que se contraviene la garantía de fundamentación de la competencia consignada en el  artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que el acuerdo impugnado es ilegal al haber sido emitido por una autoridad incompetente. 
II.- Que el Acuerdo impugnado es ilegal, porque fue acordado sin que se diera cumplimiento al procedimiento previsto en el artículo 60 de la Ley de Transporte Publico del Estado, vigente en el momento de su emisión, ya que el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, no dio inicio al procedimiento respectivo, debiendo emplazar al ahora actor como titular de la concesión a fin de que compareciera en un término que no debería ser menor de diez días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surtiera efectos la notificación, compareciera en la fecha que al efecto se señalara para la audiencia a expresar verbalmente o mediante escrito lo que a su derecho conviniera.
Sigue diciendo que tampoco existe evidencia de que el Titular de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes haya realizado las diligencias necesarias que le impone el propio reglamento  de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado para llevar a cabo todo lo referente a la caducidad, cancelación, novación y modificación de las concesiones otorgadas, así como darle algún trámite referente a la caducidad, cancelación o revocación de los permisos para la operación y explotación del servicio público de transporte y sus servicios auxiliares, así como aplicar las multas y sanciones procedentes; por lo que no hay evidencia de que la demandada haya hecho del conocimiento del Gobernado las posibles causas de revocación, así como tampoco haber  iniciado el procedimiento establecido en la Ley
Como se adelantó, los conceptos de impugnación en estudio, se considera que los mismos resultan infundados, por las razones siguientes.

En primer término se debe precisar  que la litis planteada en este juicio, deriva de la Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, publicada en el Periódico Oficial del Estado el diecisiete de febrero de dos mil veinte, en la que  concurso el hoy accionante; en la cual establece las bases de la concesión, la que al emitirse los fallos respectivos de su concesión, se determinó otorgar al hoy actor con una de las concesiones de esa convocatoria, señalándose  en su apartado VIII, que los beneficiarios deberán presentar para revisión física a la Secretaría, dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la fecha de publicación del fallo, el vehículo con el cual se ofrecerá el servicio, mismo que deberá cumplir con las especificaciones señaladas en la Ley, el Reglamento y la Convocatoria, así como cualquier disposición de carácter general aplicable, marcando como excepción a esta fecha la justificación del retraso si se comprueba fehacientemente que se ha llevado a cabo la adquisición de un vehículo nuevo y que no se encuentre disponible en la agencia de que se trate, en cuyo caso podrá otorgarse prorroga hasta que se lleve a cabo la entrega del vehículo, previa exhibición del documento que acredite tal situación.

Para una mejor comprensión es  conveniente conocer en la parte que interesa lo señalado en la Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, publicada en el Periódico Oficial del Estado el diecisiete de febrero de dos mil veinte, que dice lo siguiente: 

“CONVOCATORIA PARA EL OTORGAMIENTO DE CONCESIONES PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE TRANSPORTE PÚBLICO EN LA MODALIDAD DE AUTOMÓVIL DE ALQUILER DE RULETEO, EN LOS MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.”

“BASES
“…VIII. OTORGAMIENTO DE CONCESIONES. Todas las personas participantes que hayan resultado beneficiados de un título de concesión, de conformidad con el correspondiente fallo, deberán presentar para revisión física a la Secretaría, dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la fecha de publicación del fallo, el vehículo con el cual se ofrecerá el servicio, mismo que deberá cumplir con las especificaciones señaladas en la Ley, el Reglamento y la Convocatoria, así como cualquier disposición de carácter general aplicable.

“…Solamente se justificará el retraso si se comprueba fehacientemente que se ha llevado a cabo la adquisición de un vehículo nuevo y que no se encuentre disponible en la agencia de que se trate, en cuyo caso podrá otorgarse prorroga hasta que se lleve a cabo la entrega del vehículo, previa exhibición del documento que acredite tal situación.

“…En caso de no presentarse el vehículo con las características previstas en la Ley, el Reglamento, la Convocatoria y demás normatividad aplicable, o bien la debida justificación dentro de los plazos y condiciones establecidas, se tendrá por no cumplido este requisito y el Ejecutivo, previa notificación, vía la Secretaría, al concursante que incurrió en omisión, podrá beneficiar, a la persona participante con mayor antigüedad en el fallo y que no haya resultado ganador.

“…Las personas concursantes beneficiadas que, para le prestación del servicio de transporte a que refiere esta convocatoria, opten por registrar un vehículo hibrido o eléctrico, así determinado en la factura respectiva, que cumpla con los requisitos previstos por la Ley, el Reglamento de la Ley y esta Convocatoria, serán acreedores a un descuento del setenta y cinco por ciento en el pago de derechos de concesión y, asimismo, descuento del setenta y cinco por ciento en el pago de revista anual durante los primeros cinco años de operación del vehículo de que se trate
….
En caso de no presentarse el vehículo con las características previstas en la Ley, el Reglamento, la Convocatoria y demás normatividad aplicable, o bien la debida justificación dentro de los plazos y condiciones establecidas, se tendrá por no cumplido este requisito y el Ejecutivo, previa notificación, vía la Secretaria, al concursante que incurrió en omisión, podrá beneficiar, a la persona participante con mayor antigüedad en el fallo y que no haya resultado ganador   …”
Ahora bien, con fecha 04 de agosto de 2022, se publicó en el Periódico Oficial del Estado, el “Acuerdo administrativo por el que se emite el fallo de la “Declaratoria de Necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez”; en el cual se acordó en lo que interesa lo siguiente: 

“Acuerda:

“Primero.- Se emite el fallo del procedimiento de concurso “Declaratoria de Necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez”. (…).”

“…Cuarto.- Se reconoce y, certifica como demostrado, el derecho a participar del concurso que se falla, con la antigüedad que se precisa y que les ordena de mayor a menor, a las siguientes personas participantes: (…).”

	Consecutivo
	Numero de participante
	Antigüedad en días
	Nombre completo
	curp

	(…)
	(…)
	(…)
	**********
	(…)


“…Quinto.- Se otorgan las 1877 un mil ochocientas setenta y siete concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez a las personas participantes que aparecen en el listado a que se refiere el resolutivo Cuarto de este fallo, del 1 uno al 1878 mil ochocientos setenta y ocho, inclusive; excepto el participante señalado (…).”

“…El participante designado (…).”

“…Sexto.- Se ordena la inmediata emisión de los títulos de concesión otorgados, para lo cual deberá procederse por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a actualizar los documentos que por el paso del tiempo requieren ser renovados por las personas participantes, hoy concesionarias, sin que tal medida afecte la entrega de estos. 

“…Séptimo.- La Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Poder Ejecutivo entregará los títulos de concesión debidamente registrados, sin menoscabo del inicio de operaciones por parte de las personas hoy concesionarias, siendo que para ese efecto debe cumplirse con lo dispuesto en la base 8 octava de la Declaratoria de Necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en obediencia de lo dispuesto en los artículos 33, 34, 36, 37, 38, 39, 40, 45, 49 y demás aplicables de la Ley de Transporte Público. 

“…Octavo.- Publíquese el presente en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, así como en los estrados de las oficinas de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, y en el portal de Internet de la propia dependencia, a saber: www.sctslp.gob.mx. 

“…Noveno.- El presente Acuerdo entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”. (…).”

Por otra parte el acto impugnado consistente en el Acuerdo administrativo 699/2023, publicado con fecha 13  de abril de 2023, en el Periódico Oficial del Estado, relativo a: “Acuerdo por el que se concluye la “Declaratoria de necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, así como la revocación de las otorgadas a personas beneficiarias de una concesión que no cumplieron con la Base VIII Octava de la Convocatoria”, en la cual establece lo siguiente: 

“…RESULTANDO

“Que según el capítulo II de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, denominado procedimiento de concurso, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Poder Ejecutivo del Estado SCT será la encargada, una vez emitido el fallo, de que se cumpla la normativa, así como la puesta material en funcionamiento de las concesiones otorgadas a las personas beneficiarias, tomando las determinaciones pertinentes para el caso de incumplimiento.

“Que el numeral 52 de la citada Ley, en su fracción III, señala como causa de extinción de la concesión la revocación, en relación a lo dispuesto por el artículo 54 en sus fracciones X y XXX del citado ordenamiento, en el que resulta imperativo que la Secretaría debe velar por la correcta prestación del servicio en los tiempos establecidos, por lo que habiendo transcurrido el plazo de 180 ciento ochenta días de que gozaban las personas beneficiarias de una concesión mediante el fallo de 04 cuatro de agosto y su complementario de 22 veintidós de agosto, ambos de 2022 dos mil veintidós, esta Secretaría procede a resolver lo conducente en términos de la normativa aplicable. 

“Que en el fallo señalado y su complementario se determinó otorgar un total de 1984 mil novecientos ochenta y cuatro concesionarios, de tal decisión se notificó mediante la publicación del fallo y su complemento en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” en fechas 04 cuatro de agosto y su complementario de 22 veintidós de agosto, ambos de 2022 dos mil veintidós. 

“Que a la fecha de la emisión del presente, un total de 1858 mil ochocientos cincuenta y ocho han dado de alta un vehículo que cumple los requisitos de la ley para ser afecto a la concesión otorgada, es decir para prestar el servicio de Automóvil de Alquiler de Ruleteo; se están llevando a cabo los trámites sucesorios de 20 personas beneficiarias que fallecieron durante el concurso, y tras la emisión del fallo, pero dentro del término concedido de 180 ciento ochenta días, con el objeto de otorgar esos derechos a quienes tengan derecho a la herencia. 

“Que se otorgaron 94 noventa y cuatro prórrogas a personas que así lo solicitaron y cumplieron con los requisitos de Ley, 65 sesenta y cinco, por estar llevando a cabo el trámite de un crédito ante el Sistema del Fortalecimiento para el Desarrollo del Estado SIFIDE, y 29 veintinueve por retraso en la entrega de la unidad por parte de las agencias y/o armadoras automotrices, ante la falta de suministros a nivel mundial. 

“Que la sumatoria de quienes han dado cumplimiento a la ley y a la convocatoria es de un total de 1972 mil novecientos setenta y dos personas beneficiadas con una concesión en el fallo y su complemento referido con anterioridad. 

“En mérito de ello se da cuenta con que 10 diez personas beneficiarias reconocidas en el fallo y su complemento mencionados no presentaron vehículo en el término de los 180 ciento ochenta días que imponía la base VIII octava de la convocatoria. Igualmente, 2 dos personas beneficiarias reconocidas no realizaron el pago de derechos, ni trámite alguno relativo al goce de la concesión.

“CONSIDERANDO

“Que, para los fines de garantizar la prestación del servicio, a que se refiere la legislación aplicable, corresponde revocar la concesión otorgada a esas 12 doce personas beneficiarias reconocidas en el fallo y su complemento citados en el presente, por incumplimiento de las disposiciones del concurso y las propias determinaciones legales. 

“Que el incumplimiento no implica la desaparición de las 12 doce concesiones, sino la revocación del beneficio a quienes les fueron otorgadas, y, en apego a los lineamientos de la convocatoria, la Ley de la materia, y su Reglamento, se deberán otorgar a otras tantas personas siguiendo el estricto orden de las listas publicadas en el fallo de 04 cuatro de agosto y su complementario de 22 veintidós de agosto, ambos de 2022 dos mil veintidós, publicados en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, y en consecuencia declararse beneficiados a las siguientes 12 doce personas concursantes de la lista que acreditaron una mayor antigüedad. 

“Así pues, en mérito de lo anteriormente expuesto y fundado, se emite el siguiente:

“…ACUERDO POR EL QUE SE CONCLUYE LA “DECLARATORIA DE NECESIDADES Y CONVOCATORIA PARA EL OTORGAMIENTO DE CONCESIONES PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE TRANSPORTE PÚBLICO EN LA MODALIDAD DE AUTOMÓVIL DE ALQUILER DE RULETEO, EN LOS MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ”, ASÍ COMO LA REVOCACIÓN DE LAS OTORGADAS A PERSONAS BENEFICIARIAS DE UNA CONCESIÓN QUE NO CUMPLIERON CON LA BASE VIII OCTAVA DE LA CONVOCATORIA: 

“Primero. Se determina la conclusión de la “Declaratoria de Necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez”. 

“Segundo. Se certifica y determina el cumplimiento de 1972 mil novecientos setenta y dos personas concesionarias, en cuanto a las disposiciones de Ley y normativa vigente, de la siguiente manera: 

“1858 un mil ochocientos cincuenta y ocho han dado de alta un vehículo para la prestación del servicio de Automóvil de alquiler en la modalidad de ruleteo, quedando registrado como afecto a la concesión otorgada. 

“Se otorgaron 20 veinte prórrogas por el tiempo que se requiera para llevar a cabo los trámites sucesorios de 20 personas concesionarias fallecidas durante el concurso, inmediatamente después, o en el plazo concedido para dar de alta el vehículo, para salvaguardar el derecho de sus familias. 

“Se otorgaron 94 noventa y cuatro prórrogas a otras tantas personas beneficiarias de concesiones que así lo solicitaron, y que cumplieron con los requisitos de Ley y de la Convocatoria; de las cuales 65 sesenta y cinco están llevando a cabo la tramitación de un crédito ante el Sistema del Fortalecimiento para el Desarrollo del Estado SIFIDE, y 29 veintinueve debido al retraso en la entrega de la unidades por parte de las agencias y/o armadoras automotrices, ante la falta de suministros a nivel mundial. 

“Tercero. Se certifica y determina el incumplimiento de las siguientes 12 doce personas beneficiadas con una concesión, REVOCÁNDOSE el otorgamiento contenido en el fallo de 04 cuatro de agosto y su complementario de 22 veintidós de agosto, ambos de 2022 dos mil veintidós, publicados en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”: 

	Consecutivo
	Nombre completo
	CURP

	11
	**********
	 (…).”


Bajo ese contexto, se advierte del examen practicado al texto del acto impugnado consistente en el Acuerdo administrativo 699/2023, publicado con fecha 13 de abril de 2023, en el Periódico Oficial del Estado, relativo al: “Acuerdo por el que se concluye la “Declaratoria de necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez”, así como la revocación de las otorgadas a personas beneficiarias de una concesión que no cumplieron con la Base VIII Octava de la Convocatoria”, que no es violatorio en perjuicio del hoy actor de los principios fundamentales, previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales sustentan las garantías de legalidad,  y seguridad jurídica; ni incumplen con el requisito de fundamentación de la competencia de la emisora e inobservancia a los numerales 52 fracción III y 60, de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; ya que se ajustaron a las bases de la convocatoria de fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte, en la que concurso el hoy accionante;  y al  fallo emitido en esa convocatoria  de fecha 04 de agosto de 2022, por lo que no incumple con las formalidades del debido proceso y la debida fundamentación de la competencia de la autoridad emisora del acto, en la medida que primeramente se precisa que en la parte que interesa lo señalado en la Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, publicada en el Periódico Oficial del Estado el diecisiete de febrero de dos mil veinte, se establece que en caso de incumplimiento relativo a presentar el vehículo con las características previstas en la normatividad aplicable y la convocatoria correspondiente, dentro del plazo establecido,  se tendrá por no cumplido este requisito y el Ejecutivo, previa notificación, vía la Secretaria, al concursante que incurrió en omisión, podrá beneficiar, a la persona participante con mayor antigüedad en el fallo y que no haya resultado ganador, esto es, que de ahí se desprende que la emisora del acto estaba facultada para notificar al ahora actor le revocación del otorgamiento contenido en el fallo de cuatro de agosto del d0s mil veintidós y su complementario del día veintidós del mismo mes y año, es decir para la emisión del acto impugnado, ya que textualmente dice lo siguiente.
“En caso de no presentarse el vehículo con las características previstas en la Ley, el Reglamento, la Convocatoria y demás normatividad aplicable, o bien la debida justificación dentro de los plazos y condiciones establecidas, se tendrá por no cumplido este requisito y el Ejecutivo, previa notificación, vía la Secretaria, al concursante que incurrió en omisión, podrá beneficiar, a la persona participante con mayor antigüedad en el fallo y que no haya resultado ganador   “
A mayor abundamiento respecto a la fundamentación y motivación que se establecen en los numerales 164 fracciones V y VI y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en relación con las causas de extinción de las concesiones, a que se refieren los artículos 52 fracción III y 60 de la Ley de Transporte Publico del Estado; es conveniente conocer el contenido de los mismos, que dicen lo siguiente: 

Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 52. Se consideran causas de extinción de las concesiones y permisos:  

“…III. La revocación;…”

“Artículo 60. A petición de parte interesada, o cuando a juicio existan elementos que hagan presumible la existencia de alguna de las causales de extinción de una concesión o permiso que establece el artículo 52 de esta Ley, la Secretaria  instaurará el procedimiento respectivo, emplazando al titular de la concesión o permiso a fin de que en un término que no deberá ser menor de diez días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación, comparezca en la fecha que para tal efecto se señale, a la  celebración de una audiencia, a expresar verbalmente o mediante escrito lo que a su derecho convenga, ofreciendo en el mismo acto las pruebas que considere procedentes, con el apercibimiento de que en caso de no comparecer, ésta se llevará a cabo en su ausencia. 

“En la tramitación de este procedimiento serán admisibles todas las pruebas, excepto la confesional y las que atenten contra la moral y el derecho.  

“En caso de que el titular de la concesión o permiso no comparezca a la audiencia a pesar de haber sido legalmente emplazado, se considerarán tácitamente aceptados por él, los hechos que dieron origen a la radicación del procedimiento respectivo, y se emitirá la resolución correspondiente dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de su celebración.  Cuando el titular de la concesión comparezca a la audiencia, la Secretaria realizará la calificación de las pruebas que, en su caso, ofrezca, y fijará un término que no podrá ser mayor de diez días hábiles para el desahogo de aquéllas que lo ameriten y que hayan sido admitidas. 

“Concluido el desahogo de pruebas, o no habiendo pruebas que desahogar, la Secretaria contará con un plazo de quince días hábiles para dictar la resolución definitiva que corresponda, la que deberá ser notificada al concesionario o permisionario, o a la persona que legalmente lo represente.”  

Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí

“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:

“…V.  Estar fundado y motivado;

“…VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

“Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:

“…II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

“…III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas…”

En ese orden se tiene que la autoridad demandada, al emitir el acto impugnado y determinar revocar la concesión para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, que le fue otorgado al hoy promovente en su calidad de participante, mediante el Fallo publicado en el Periódico Oficial del Estado de fecha 04 de agosto de 2022, antes transcrito, respeto conforme la convocatoria y sus términos la garantía de audiencia como participante y beneficiario de la concesión que le fue otorgada, así como también fundo y motivo  legalmente en los términos en que lo hizo la revocación del otorgamiento  que le hizo como participante de la concesión para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

Ello, atendiendo a la Base número VIII de la convocatoria de fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte, que fue el origen de la concesión revocada, en la cual se establece que como uno de los requisitos para los beneficiarios de la concesión que deberán presentar para revisión física a la Secretaría, dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la fecha de publicación del fallo, el vehículo con el cual se ofrecerá el servicio, mismo que deberá cumplir con las especificaciones señaladas en la Ley, el Reglamento y la Convocatoria, así como cualquier disposición de carácter general aplicable, y donde se establece como excepción para la presentación del vehículo concesionado, que se  justificará el retraso si se comprueba fehacientemente que se ha llevado a cabo la adquisición de un vehículo nuevo y que no se encuentre disponible en la agencia de que se trate, en cuyo caso podrá otorgarse prorroga hasta que se lleve a cabo la entrega del vehículo, previa exhibición del documento que acredite tal situación, justificación que el hoy actor no acredito en este proceso administrativo, así como se tiene que el razonamiento jurídico en que se basó la demandada para fundar la revocación materia de esta controversia, no fue controvertida con ningún medio de prueba aportada por el por el accionante en este juicio.

En ese contexto, y siendo que el origen de la revocación tiene fundamento en la convocatoria antes citada, es inconcuso que la garantía de audiencia de que se duele el hoy actor, le fue respetada como parte del procedimiento de la convocatoria misma, en la cual participo el accionante y resulto beneficiado  con concesión, misma que aún no había culminado pues faltaba para su conclusión y la entrega de los títulos respectivos el cumplimiento de la Base número VIII de la convocatoria de fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte.

Por lo que es inexacto lo que afirma el promovente, en cuanto a que la demandada no justifica estar facultada para emitir el acto impugnado y que paso por alto el procedimiento establecido en el artículo 60 de la Ley de Transporte público ya que  debió señalar una audiencia para concederle la garantía de audiencia, siendo que en la situación jurídica en que se encuentra la etapa de la convocatoria, no le es aplicable lo que refiere el numeral 60 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, ya que el hoy actor aun no es declarado titular de la concesión en forma definitiva, es decir, en la etapa de la convocatoria fue declarado  beneficiado de un título de concesión, de conformidad con el correspondiente fallo, y para obtener los títulos correspondientes debería presentar como último requisito, para revisión física a la Secretaría, dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la fecha de publicación del fallo, el vehículo con el cual se ofrecerá el servicio, mismo que deberá cumplir con las especificaciones señaladas en la Ley, el Reglamento y la Convocatoria, así como cualquier disposición de carácter general aplicable;  requisito que le faltaba por cumplir en  cumplimiento de la Base número VIII de la convocatoria de fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte.

A mayor abundamiento, es menester señalar, que la autoridad demandada en el mismo procedimiento de la “CONVOCATORIA PARA EL OTORGAMIENTO DE CONCESIONES PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE TRANSPORTE PÚBLICO EN LA MODALIDAD DE AUTOMÓVIL DE ALQUILER DE RULETEO, EN LOS MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.” estableció y otorgo la garantía de audiencia al actor de forma precisa, en la Base VII, señalándole que las personas participantes que hayan resultado beneficiados de un título de concesión, deberán presentar para revisión física a la Secretaría, dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la fecha de publicación del fallo, el vehículo con el cual se ofrecerá el servicio, así como otorgo como excepción  una comparecencia de justificación de retraso  consistente en; si se comprueba fehacientemente que se ha llevado a cabo la adquisición de un vehículo nuevo y que no se encuentre disponible en la agencia de que se trate, en cuyo caso podrá otorgarse prorroga hasta que se lleve a cabo la entrega del vehículo, previa exhibición del documento que acredite tal situación,  por lo que al respetarse esta circunstancia, es obvio que estuvo en aptitud de defenderse, en esa etapa, que es parte de su garantía de audiencia en esa etapa, sin que se advierta que el accionante haya comparecido a manifestar alguna solicitud de prórroga para cumplir con ese requisito.
Por lo que el acto impugnado, no es violatorio a la garantía de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14 y 16 Constitucionales, con base en los cuales, es obligatorio que las autoridades demandadas previamente a la emisión del acto recurrido que implica la privación de derechos de la demandante, le den oportunidad para que exponga lo que considere pertinente en defensa de sus intereses, lo que resulta que ejercite el derecho de ser oído y vencido en juicio, a efecto de que conozca del acto administrativo que le afecta y en su defecto aporte las pruebas que estime pertinentes para defender sus derechos, pues se le respeto  esta circunstancia, según se establece la Base número VIII de la Convocatoria en cita.

Por tanto, es correcta la determinación jurídica que sirvió de base a la autoridad demandada para establecer en el acto impugnado consistente en el  Acuerdo administrativo 699/2023, publicado con fecha 13  de abril de 2023, en el Periódico Oficial del Estado, relativo a: “Acuerdo por el que se concluye la “Declaratoria de necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la prestación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, así como la Revocación de las otorgadas a personas beneficiarias de una concesión que no cumplieron con la Base VIII Octava de la Convocatoria”.

Al haberse dictado base a la normatividad que es aplicable, siendo como lo hizo constar en el texto del acto impugnado,  el numeral 52 fracción III, de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, y atendiendo a la garantía de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, conforme a la Bases de la convocatoria de fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte, en la que concurso el hoy accionante; y el de Fallo emitido en esa convocatoria con fecha 04 de agosto de 2022, así con las  formalidades de fundamentación y motivación que se establecen en los numerales 164 fracciones V y VI y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; que constituyen los derechos humanos de legalidad, seguridad y debido proceso, ya que los argumentos que hace para revocar la concesión otorgada al hoy actor, están fundados y motivados en relación con los documentos que presento en el momento procesal oportuno de esa convocatoria.

Es menester que las autoridades  a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en todos sus actos y  resoluciones, cito como sustento el artículo 52 fracción II, de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, y las  bases de la convocatoria de fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte, para fundar la revocación de la concesión otorgada al demandante, que son los preceptos legales aplicables al caso, precisando  de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que tuvo en consideración y que justificaron la Revocación de la concesión  en el acto impugnado, ello en consideración que el actor no cumplió conforme lo establece la Base número VIII de la Convocatoria en cita, para que fuera analizada por las demandadas.

Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43., que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado…”

Y la Tesis de Jurisprudencia. Época: Novena Época, Registro: 173565, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Enero de 2007, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/52, Página: 2127. “que refiere: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.”

En esta tesitura, se puede sostener de la contestación de la demanda, y las probanzas aportadas en ellas, así como de las probanzas aportadas por el actor en este juicio, que en la determinación de la Revocación impugnada analizada en este proceso administrativo,  se cumplió con la garantia de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, conforme a la Bases de la convocatoria de fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte. 

Conforme a lo anterior, debe sostenerse que resulta  legal el acto impugnado consistente en: El Acuerdo administrativo número 699/2023, publicado el 13 de abril de 2023, en el Periódico Oficial del Estado, de la “Declaratoria de necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la presentación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, así como la Revocación de las otorgadas a personas beneficiadas de una concesión que no cumplieron con la Base VIII Octava de la Convocatoria; ya que cumple con la garantía de fundamentación y motivación consagrada en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales sustentan las garantías de audiencia, legalidad y seguridad jurídica; y con elementos y forma para la exigencia del acto establecidos en el artículo 52 fracción II, de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 164 fracciones I y V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, antes transcritos.

Por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a la parte actora para que proceda la nulidad del acto impugnado, el cual debe declararse que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento las acciones intentadas ante este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerandos Sexto de la presente sentencia.

Derivado de las anteriores consideraciones y conforme al cúmulo probatorio aportado por el accionante, se concluye que el Actor no probó su acción, en la medida que no logró desvirtuar la presunción de legalidad de  que gozan los actos de autoridad, por lo que ante lo infundado de la acción, resultaron improcedentes las pretensiones que señala la parte actora en su escrito inicial de demanda.

En tal virtud, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en: el Acuerdo administrativo número 699/2023, publicado el 13 de abril de 2023, en el Periódico Oficial del Estado, de la “Declaratoria de necesidades y Convocatoria para el otorgamiento de concesiones para la presentación del servicio de transporte público en la modalidad de automóvil de alquiler de ruleteo, en los municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, así como la Revocación de las otorgadas a personas beneficiadas de una concesión que no cumplieron con la Base VIII Octava de la Convocatoria; de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracciones I y XVIII, y 9º fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 1º, 2º, 249, 251, 252 y 253, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora no probó su acción y en consecuencia se decreta  la  LEGALIDAD y VALIDEZ  del acto impugnado, por las razones vertidas en el considerando sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.
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